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Acta No.  228 de mayo 16 de 2016
Decide la Sala la acción de tutela de la referencia, propuesta por Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas y la Sala Administrativa  del Consejo Seccional de la Judicatura Risaralda
, a la que fueron vinculados la Defensoría del Pueblo Risaralda y el Ministerio Público.

ANTECEDENTES

Javier Elías Arias Idárraga, actuando en su propio nombre, presentó acción de tutela por la presunta violación de los derechos “al debido proceso, igualdad y la debida administración de justicia.”, cuya protección deprecó; como consecuencia de ello, que se ordene al Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas dar trámite inmediato y oficioso a la acción popular radicada allí con el número “2009-256”, en cumplimiento de lo previsto por los artículos 5 y 84 de la Ley 472 de 1998; se le brinde copia física de todo lo actuado en la presente acción; se escanee copia de su tutela y del fallo a un correo electrónico; se tramite tutela contra la Defensoría del Pueblo de Caldas, para determinar si viola la Ley 734 de 2002, al negarse a impetrar tutelas a su nombre; se ordene al despacho judicial accionado aportar copia de todos los documentos que solicita como pruebas para que obren en esta tutela; que aporte copias de todas las tutelas que han prosperado en su contra en la Corte Suprema de Justicia y en este Tribunal; se ordene aportar copia de esta tutela a la acción popular como prueba de la aparente mora judicial o renuencia. Reclamó la vinculación del “Consejo Superior de la Judicatura, sala administrativa y sala disciplinaria  en la Ciudad de Pereira rda y en la Ciudad de Bogotá” (sic), para que manifiesten si existe vulneración del tutelado en relación con los artículos 5 y 84 de la citada ley y se le ordene cumplir los términos perentorios, iniciando las acciones administrativas y disciplinarias de ley.
Narró, en resumen, que presentó acción popular ante el despacho accionado, radicada al número “2009-256”, y nunca se ha aplicado por parte del juez la normativa en mención; ha solicitado vigilancia judicial, empero la acción continúa detenida y nada pasa, pese al impulso oficioso que debe imprimirse a la misma, por ser una acción de raigambre constitucional y de términos perentorios; que por el inmenso lapso transcurrido se ve obligado a la promoción de esta demanda, la que de no prosperar dará lugar a promover “tutela contra tutela”.

Previa corrección, se dispuso dar trámite a la petición frente al juzgado y la Sala Administrativa del Consejo Seccional de la Judicatura, a la vez que se vinculó a la Defensoría del Pueblo de Risaralda y al Ministerio Público, y se corrió traslado por el término de 2 días para que se ejerciera el derecho de defensa. Se dispuso como pruebas solicitar del despacho judicial demandado la remisión de copias de las diligencias relacionadas con el tema cuestionado, y de la Sala Administrativa, que informara si en relación con el libelo anunciado por el accionante se había solicitado de manera específica vigilancia administrativa.
Se pronunció el titular del juzgado accionado y, en resumen, indicó que el actor popular no ha cumplido con la carga procesal de publicar lo relacionado con el aviso de que trata el artículo 21 de la Ley 472 de 1998, tal como se ordenó en el auto admisorio de la demanda y dio cuenta, no obstante, de las gestiones del despacho para que ello se produjera, sin dejar de lado que la notificación a la entidad demandada, entidad de carácter particular, se debe ceñir a los postulados del Código General del Proceso, en la que el actor ha sido negligente en el cumplimiento de las cargas que le incumben y ante ello, mal puede dolerse de la mora en el trámite de la acción popular. 
La Sala Administrativa del Consejo Seccional de la Judicatura, dio cuenta de la veracidad de la solicitud de vigilancia administrativa solicitada por el accionante sobre la acción popular de que da cuenta la demanda, que hubo de informársele que las solicitudes que presentó de forma masiva e indiscriminada fueron rechazadas, porque no se presentaron con el lleno de los requisitos legales; que de la confusa pretensión del actor, lo que se desprende en las búsqueda de que el juzgado tramite de manera inmediata y oficiosa su acción popular; que no existe un nexo causal entre los derechos presuntamente vulnerados y las acciones u omisiones de la Sala Administrativa; explicó cómo debe proceder algún interesado para efectos de que la entidad inicie la correspondiente vigilancia, sin que el interesado se haya allanado a realizar en debida forma y, por tanto, solicitó su desvinculación del presente asunto.
  



Se procede a resolver, con apoyo en las siguientes:

CONSIDERACIONES

La acción de tutela se constituye en un medio ágil y expedito para que toda persona pueda reclamar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, la protección de sus derechos fundamentales, si ellos son vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública y, en determinados casos, por particulares.

 



Se acude en esta oportunidad en procura de la protección de los derechos fundamentales “al debido proceso, igualdad y debida administración de justicia”, bajo la premisa de una mora judicial, por el incumplimiento de algunas normas de la ley 472 de 1998 que prevén el impulso oficioso de la acción popular; además de que no ha tenido eco su queja por tal motivo ante la Sala Administrativa del Consejo Seccional de la Judicatura.
Reiteradamente se ha dicho que a pesar de la inexequibilidad de las normas que en el Decreto 2591 de 1991 preveían la acción de tutela contra providencias judiciales
, tal mecanismo se abre paso en aquellos eventos en los que se incurra en una vía de hecho, o como se denominan ahora, criterios de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones de los jueces, en que solo cabe un amparo de esta naturaleza en la medida en que concurra alguna de las causales generales o específicas, delineadas por la Corte Constitucional en múltiples ocasiones. Sobre ellas, recientemente, en la sentencia T-022 de 2016, aludiendo a la C-590 de 2005, recordó que las primeras obedecen a que (i) el asunto tenga relevancia constitucional; (ii) que se hayan agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios; (iii) que se cumpla el requisito de la inmediatez; (iv) que la irregularidad procesal tenga incidencia en la decisión de fondo; (v) que los hechos hayan sido cuestionados dentro del proceso; y (vi) que el fallo censurado no sea de tutela. Y en cuanto a las segundas, es decir, las causales específicas, se compendian en los defectos (i) orgánico, (ii) sustantivo, (iii) procedimental, y (iv) fáctico; así como en (v) el error inducido, (vi) la decisión sin motivación; (vii) la violación directa de la Constitución; y (viii) el desconocimiento de precedentes.     
En estricto sentido, algunos de aquellos presupuestos generales no se satisfacen. En primer lugar, no hay en este caso inmediatez, si se tiene en cuenta que el auto por medio del cual se requirió al demandante para la publicación del mismo en un diario de amplia circulación nacional, según el acervo recogido, data de 6 años atrás aproximadamente, cuando se sabe que, a pesar de que la acción de tutela no tiene establecido propiamente un término de prescripción o caducidad, sí debe ser propuesta en un tiempo razonable, porque de lo que se trata es de la protección de un derecho por su violación actual, término que se ha venido unificando en seis meses. 

  
En segundo término, contra ese mismo proveído, no se observa que el demandante hubiese interpuesto ningún recurso para reclamar del juez que no le correspondía atender tal diligencia; es decir, que contando con otros mecanismos de defensa judicial dentro del proceso, los ha dejado de lado, con olvido de que la acción de tutela es, por su naturaleza misma, subsidiaria o residual, y solo cabe cuando se ha echado mano de todas las herramientas con que las partes cuentan en el proceso, y ellas han sido infructuosas, lo que en este caso no ha acontecido. Es más, a pesar del tiempo transcurrido, el accionante no ha elevado ninguna solicitud adicional al juez, para que lo exonere de esa carga.

  
A lo anterior se suma que si bien desde el año 2013 el Juzgado realizó algunas gestiones tendientes a la notificación que por aviso debe hacerse a los miembros de la comunidad por intermedio de la emisora de la Policía Nacional (f. 31), desde esa calenda hasta ahora, tampoco aparece gestión del demandante, en procura de que se materialice ese acto. 
  
Estas razones conducen a la improcedencia de la acción, como se declarará, sin perjuicio de que se diga, adicionalmente, que la carga que se impone al demandante no se advierte desproporcionada, irracional o ilegal; al contrario, el demandante está llamado a cumplir unas mínimas reglas dentro de la acción popular, como esta, de hacerle saber a la comunidad sobre la iniciación del trámite, según ha sido aceptado por la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia
 y el Consejo de Estado
 
  



Ahora, en lo concerniente a la Sala Administrativa del Consejo Seccional de la Judicatura, baste decir que como bien lo explicó dicho ente, pese a que el actor formuló la solicitud del caso, la misma no se ajustó a las exigencias previstas para ello, lo que dio lugar a que se le requiriera para corregir los defectos, sin que hasta la fecha lo haya hecho. No hay forma, entonces, de colegir trasgresión alguna de su parte, pues obró conforme le correspondía y ha sido la misma desidia del accionante la que no ha permitido generar un pronunciamiento de fondo en relación con la revisión pedida; en tal orden de ideas, la acción en su contra también se torna improcedente, pues, a su alcance cuenta con el remedio del caso para afianzar la gestión que espera de dicha entidad.
  



Las razones expuestas, entonces, conducen a la señalada improcedencia de la acción, como se declarará.




En cuanto a las “pretensiones” de que se escanee su tutela y se remita copia del fallo a su correo electrónico, se tiene que de todo lo actuado se le envía copia al correo electrónico suministrado para recibir notificaciones personales; de otro lado, se autorizará, a su costa, la expedición de copia de todos los folios que componen esta actuación. 

 



Por infundadas y dado el resultado de la demanda, se negarán las demás peticiones elevadas y que se relacionan con aporte de copias a esta acción y a la acción popular.

  



Se absolverá a las demás entidades involucradas, por no hallarse de su parte, vulneración alguna frente a los derechos invocados.
DECISIÓN

En armonía con lo dicho, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, DECLARA IMPROCEDENTE el amparo impetrado por Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas y la Sala Administrativa del Consejo Seccional de la Judicatura.
Se absuelve a las demás entidades involucradas dentro de la presente acción de tutela.

A costa del interesado, expídanse las copias solicitadas.

Se niegan las demás pretensiones invocadas.
Notifíquese la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992 y si no es impugnada remítase a la Corte Constitucional para su eventual revisión.  En caso de no ser impugnada, ni sujeta a revisión, archívese el expediente sin más trámite una vez se produzca su regreso.

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS  

  DUBERNEY GRISALES HERRERA  
   Con salvamento parcial de voto
Pereira, mayo 18 de 2016

SALVAMENTO PARCIAL DE VOTO

Magistrado Ponente: Jaime Alberto Saraza Naranjo

Expediente No.
       : 66001-22-13-000-2016-00505-00

Proceso          
       : Tutela

Demandante   
       : Javier Elías Arias Idárraga

Demandado             : Juzgado Civil del Circuito Dosquebradas                  


y otros

A continuación expongo la razón por la que me aparté de una de las decisiones que por mayoría se aprobó y que quedó consignada en la sentencia proferida el pasado 16 de mayo, en el proceso de la referencia, concretamente la que declaró improcedente  el amparo solicitado por el actor frente al Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas, Risaralda.

1.- La mayoría de mis compañeros estimó que no se satisfacía el requisito de inmediatez porque el auto por medio del cual se requirió al demandante para que publicara el aviso ordenado en un diario de amplia circulación nacional, para informar a la comunidad sobre la existencia de la acción popular que ordena en tal trámite el artículo 21 de la ley 472 de 1998, se dictó hace aproximadamente seis años. Tampoco el de subsidiaridad porque contra esa providencia el actor no interpuso ningún recurso para reclamar que no le correspondía atender tal diligencia, o sea que contando con otros mecanismos de defensa judicial dentro del proceso, los dejó de lado. Por esas razones, se declaró improcedente la solicitud de amparo.

2.- A mi juicio, el asunto se analizó como si se hubiese interpuesto la acción de tutela frente a una providencia judicial y por eso no comparto los argumentos que contiene, en los que se trajo a colación la jurisprudencia reiterada de la Corte Constitucional sobre los requisitos generales y específicos de procedencia de la acción de tutela contra aquella clase de decisiones.

Lo que el actor invocó como fundamento de su solicitud de amparo fue la mora en decidir lo relacionado con una acción popular, respecto de la cual, la Corte Constitucional, en sentencia T-230 de 2013
, en relación los presupuestos de subsidiaridad e inmediatez que caracterizan la tutela, dijo:

“3.4.2.2. Ahora bien, en lo que se refiere a las hipótesis de mora o de tardanza en el cumplimiento de los términos judiciales, esta Corporación ha tenido la ocasión de pronunciarse en varias oportunidades, en el sentido de señalar que la acción de amparo constitucional procede siempre que no exista otro medio de defensa judicial, o en caso de que exista, se acredite por parte del accionante su falta de idoneidad
 o la posible ocurrencia de un perjuicio irremediable. Precisamente, en la Sentencia T-527 de 2009 se dijo que: “Así, se ha puntualizado que la acción de tutela no procede de plano por la inobservancia de los términos dentro de un proceso, pues además de demostrarse que el demandante no cuenta con otro medio de defensa eficaz, debe acreditarse que la demora es consecuencia directa de la falta de diligencia de la autoridad pública
.”

En el mismo sentido, en la Sentencia T-1249 de 2004, al recapitular varias providencias sobre la materia, se sostuvo que: “(…) la Corte indicó que de los postulados constitucionales se sigue el deber de todas las autoridades públicas de adelantar actuaciones y resolver de manera diligente y oportuna los asuntos sometidos a ella. En ese sentido, la dilación injustificada y la inobservancia de los términos judiciales pueden conllevar la vulneración de los derechos al debido proceso y al acceso a la administración de justicia. En este caso, señaló la Sala, si el ciudadano no cuenta con un medio de defensa eficaz a su alcance, y está frente a la inminencia de sufrir un perjuicio irremediable, la acción de tutela es procedente para proteger sus derechos fundamentales
.

En el asunto bajo examen, teniendo en cuenta que la solicitud de la accionante se encamina a que la Corte Suprema de Justicia profiera la sentencia que resuelva el recurso de casación interpuesto por el Fondo Social de Ferrocarriles Nacionales de Colombia, no encuentra la Corte que exista otro mecanismo de defensa judicial distinto al amparo constitucional. En efecto, el carácter extraordinario del citado recurso y el hecho de que el mismo se encuentra bajo el conocimiento de la máxima autoridad de la justicia ordinaria, excluye la posibilidad de que a través de otro tipo de recurso o de acción se pueda controvertir la tardanza en el cumplimiento de los términos judiciales, frente a la necesidad de preservar los derechos fundamentales de la accionante a la vida, a la igualdad, a la dignidad humana, a la seguridad social, al mínimo vital, al debido proceso y al acceso a la justicia.

3.4.2.3. En todo caso, con el ánimo de preservar el carácter residual de la acción de amparo constitucional, la Corte también ha dicho que la procedibilidad de la tutela en los casos de mora judicial, exige que la persona afectada haya elevado una petición o solicitud al funcionario o despacho accionado, en la que pida la pronta resolución de su pretensión
…

Con fundamento en lo expuesto, se cumple con el requisito de subsidiaridad, en los términos previstos por la jurisprudencia de esta Corporación, pues -como ya se dijo– no existe otro medio de defensa judicial y, además, se impetró por la accionante varios derechos de petición con el propósito de impulsar el proceso. 

…

3.4.3.1. La procedibilidad de la acción de tutela también exige su interposición dentro de un plazo razonable, contado desde el momento en el que se generó la vulneración o amenaza del derecho fundamental, de tal manera que el amparo constitucional no se convierta en un factor de inseguridad jurídica y de posible afectación de los derechos de terceros. Este requisito ha sido identificado por la jurisprudencia como principio de inmediatez. 

…

 3.4.3.2. En el asunto sub-examine, esta Corporación encuentra que se satisface el principio de inmediatez, en la medida en que la tardanza en el cumplimiento de los términos judiciales, constituye una conducta de ejecución prolongada en el tiempo, por lo que mientras no se profiera la sentencia que decida el recurso de casación, le asiste un interés actual y directo a la accionante en que su causa sea resuelta de forma definitiva por la administración de justicia.”
Con fundamento en ese precedente, los presupuestos de subsidiaridad e inmediatez han debido ser analizados en este caso concreto bajo otra óptica y no, reitero, como si se tratara de una tutela frente a una decisión judicial.

3.- En la discusión del proyecto presentado por el magistrado ponente y que en últimas fue aprobado, expresé que no compartía los argumentos de procedencia que en la sentencia quedaron plasmados. 

Y  propuse que se negara el amparo solicitado porque en este caso la demora en el trámite de  la acción popular, que se inició hace más de seis años sin que aún se haya dictado sentencia, se ha producido porque el demandante no ha cumplido las cargas procesales que le corresponden, concretamente las de publicar el aviso  informando a la comunidad sobre la existencia del proceso y la de procurar la notificación a la parte demandada del auto que admitió la demanda; o sea, porque la tardanza en resolver la acción popular no se ha producido por el incumplimiento de las funciones por parte del juez accionado.

Con todo respeto, 

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

Magistrada  


� Por falta de competencia se rechazó la demanda igualmente promovida  frente a la Defensoría del Pueblo de Caldas y la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura.


� Sentencia C-543-92


� Sentencia de tutela, 3 de marzo de 2011; expediente 11001-22-03-000-2011-00029-01, M.P. Arturo Solarte Rodríguez. 


� Sentencia de tutela,  19 de noviembre de 2009, expediente 41001-23-31-000-2004-01175-01(AP)M.P. María Claudia Rojas Lasso  





� MP. Dr. Luis Guillermo Guerrero Pérez


� En la sentencia T-527 de 2009, se reconoció que a pesar de que el accionante tenía la posibilidad de solicitar la recusación de la autoridad judicial que había dejado vencer los términos para proferir sentencia en el desarrollo de un proceso penal, dicha alternativa procesal no era idónea frente al problema de mora judicial  planteado por el demandante.


� Subrayado y sombreado por fuera del texto original. Recientemente, con el propósito de combatir la mora judicial, el artículo 9° de la Ley 1395 de 2010 adicionó un nuevo parágrafo al artículo 124 del Código de Procedimiento Civil, referente a los términos para dictar resoluciones judiciales, con el siguiente tenor literal: “(…) En todo caso, salvo interrupción o suspensión del proceso por causa legal, no podrá transcurrir un lapso superior a un (1) año para dictar sentencia de primera instancia, contado a partir de la notificación del auto admisorio de la demanda o mandamiento ejecutivo a la parte demandada o ejecutada, ni a seis (6) meses para dictar sentencia en segunda instancia, contados a partir de la recepción del expediente en la Secretaría del Juzgado o Tribunal. �Vencido el respectivo término sin haberse dictado la sentencia, el funcionario perderá automáticamente competencia para conocer del proceso, por lo cual, al día siguiente, deberá informarlo a la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura y remitir el expediente al Juez o Magistrado que le sigue en turno, quien proferirá la sentencia dentro del término máximo de dos (2) meses. Sin embargo, la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura podrá asignar el proceso a otro Juez o Magistrado si lo considera pertinente. El Juez o Magistrado que recibe el proceso deberá informar a la misma Corporación la recepción del expediente y la emisión de la sentencia. �Cuando en el lugar no haya otro juez de la misma categoría y especialidad, el proceso pasará a un juez itinerante o al de un municipio o circuito cercano que señale la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura. �Para la observancia de los términos señalados en el presente parágrafo, el Juez o Magistrado ejercerá los poderes de ordenación e instrucción, disciplinarios y correccionales establecidos en la ley.” 


� En este caso se citó la Sentencia T-1154 de 2004 . Subrayado y sombrado por fuera del texto original. Más adelante reiteró que: “En la sentencia T-258 de 2004, la Corte señaló que prima facie, dada la subsidiariedad que caracteriza a la acción de tutela, no puede el Juez constitucional inmiscuirse en el trámite de un proceso adoptando decisiones o modificando las ya existentes en el curso del mismo. Lo anterior vulneraría, de conformidad con el fallo, los principios de autonomía e independencia de las funciones consagradas en los artículos 228 y 230 superiores. No obstante lo anterior, indicó la providencia que es procedente la solicitud de amparo cuando la demora en la resolución del caso no tiene justificación, el peticionario no cuenta con otro medio de defensa eficaz y, además, el mismo está ante la inminencia de un perjuicio irremediable. Concluyó entonces la Sala que la acción de tutela no procede automáticamente ante el incumplimiento de los plazos legales por parte de los funcionarios, sino que debe acreditarse también que tal demora es consecuencia directa de la falta de diligencia de la autoridad pública.”


�  Sentencia T-527 de 2009 . 
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